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Radicación Nro.:
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Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Carolina Mendoza Ramírez  

Demandados:

Salud Total EPS S.A. y CTA Talentum en Liquidación

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO / RÉGIMEN LEGAL / CARGA PROBATORIA / DEL TRABAJADOR, DESVIRTUAR EL FUNCIONAMIENTO LEGAL DE LA CTA Y DEMOSTRAR QUE ÉSTA ACTUÓ COMO SIMPLE INTERMEDIARIA / DE LA COOPERATIVA, ACREDITAR EL CUMPLIMIENTO PLENO DE LOS REQUISITOS DE LEY.
En términos generales, al quedar probada la existencia y funcionamiento legal de una Cooperativa de Trabajo Asociado y la pertenencia del trabajador reclamante a una de estas entidades mediante la suscripción de un acuerdo cooperativo, se habrá roto la presunción del artículo 24 del C.S.T., pues estará acreditado que los servicios prestados por el demandante fueron originados en una relación de carácter cooperativo, reconocida como válida por la legislación y concretada por el reconocimiento de existencia de la Cooperativa, las resoluciones que otorgan su licencia de funcionamiento y el acuerdo cooperativo voluntariamente suscrito por el trabajador asociado.

Dicho de otra manera, acreditados por una CTA su creación, registro y autorización para funcionar como tal, dentro del marco de la economía solidaria, así como la suscripción por parte de un trabajador asociado del acuerdo cooperativo mediante el cual se acoge a los estatutos y regímenes, corresponde al trabajador asociado, de aspirar a la declaración de existencia de un contrato de trabajo, la carga de probar que el acuerdo cooperativo es nulo o que la Cooperativa en realidad, a pesar de la autorización, actúa por fuera de los lineamientos de las entidades de economía solidaria.

Es importante notar como, tratándose de contratos de prestación de servicios, a quien pretenda obtener la declaración de la existencia de un contrato realidad, le basta probar la prestación personal del servicio, para que opere en su favor la presunción del artículo 24 del C.S.T., mientras que el trabajador asociado tiene una carga probatoria mayor, pues, en virtud del registro legal de la Cooperativa y de las autorizaciones vigentes de funcionamiento, teniendo en cuenta que, precisamente es de su esencia, asociar, mediante acuerdos cooperativos, personas naturales que aporten trabajo, lo que se presume es su voluntad de adherirse al modelo de producción solidario con respeto absoluto de los estatutos y regímenes establecidos para el funcionamiento de la CTA.  (…)
No obstante lo anterior, al revisar el caudal probatorio allegado al proceso, brilla por su ausencia el acto administrativo por medio del cual el Ministerio de la Protección Social hoy de Trabajo, revisó y autorizó el régimen de trabajo y de compensaciones de Talentum, es decir, se desconoce si esa entidad le dio viabilidad a las disposiciones inmersas en ese documento, al encontrar que el mismo no vulneraba los derechos fundamentales de los trabajadores asociados, ello sin contar con que tampoco obra prueba que demuestre la fecha en que fue publicado y puesto a disposición de los asociados.

A más de lo anterior, no puede perderse de vista que para el 2 de mayo de 2006, fecha en que la actora empezó a prestar sus servicios en el proceso comercial de afiliaciones y traslados de la EPS, ni siquiera se había aprobado por parte de la CTA el régimen de trabajo y de compensaciones, pues como se pudo establecer, ello solo vino a efectuarse por parte de la Asamblea de esa entidad el 10 de diciembre de 2009, esto es, 3 años 7 meses y 8 días después de la “afiliación” de la accionante y 5 años 9 meses y 2 días después de la constitución de la cooperativa.

ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

aclaro mi voto por cuanto considero que la presunción del artículo 24 opera para todos los trabajadores, incluido el trabajador asociado, pues dicho canon no distingue ni delimita su campo de aplicación. Por ende, en el caso de marras a quien le correspondía probar que la demandante era trabajadora asociada era a la parte demandada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DIA

Hoy, seis de marzo de dos mil diecinueve, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación presentados por SALUD TOTAL EPS S.A. y la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO TALENTUM EN LIQUIDACIÓN contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 25 de julio de 2018, dentro del proceso que les promueve la señora CAROLINA MENDOZA RAMÍREZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00276-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Carolina Mendoza Ramírez que la justicia laboral declare que entre ella y Salud Total EPS S.A. y la Cooperativa de Trabajo Asociado Talentum, esta última como intermediaria, existió un contrato de trabajo entre el 2 de mayo de 2006 y el 23 de abril de 2013 y con base en ello aspira que se condene a las entidades accionadas a reconocer y pagar auxilio de transporte, las prestaciones sociales y vacaciones, el pago a la seguridad social y parafiscales, indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorias previstas en los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la ley 50 de 1990 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 2 de mayo de 2006 la CTA Talentum la vinculó como su asociada, remitiéndola a prestar sus servicios como asesora profesional en la unidad de servicios de Salud Total EPS S.A.; cumplió un horario de trabajo de lunes a viernes de 7:00 am a 6:00 pm; recibió órdenes del personal de la clínica; su remuneración la cancelaba conjuntamente las accionadas; luego de dos diligencias de descargos, el 23 de mayo de 2013 se dio por terminado el compromiso contractual asociativo.
Al dar contestación a la demanda –fls.291 a 310-, Salud Total EPS S.A. no aceptó ninguno de los hechos expuestos por la parte actora, diciendo que no son ciertos o que no le constan, argumentando adicionalmente que no tuvo ningún tipo de relación laboral con la señora Mendoza Ramírez. Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia de relación laboral entre la señora Carolina Mendoza Ramírez y Salud Total EPS S.A.”, “Inexistencia de intermediación laboral de la CTA Talentum y Salud Total EPS S.A.”, “Imposibilidad de establecer vínculo laboral en razón del lugar de prestación del servicio”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de solidaridad de Salud Total EPS S.A. y la CTA Talentum frente a los hechos y pretensiones de la demanda”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Incongruencia entre lo pedido por la parte demandante y los hechos establecidos en el libelo de la demanda”, “Absoluta y plena legalidad y validez de la oferta mercantil” y “La innominada”.

La CTA Talentum –fls.573 a 591-, al dar respuesta al libelo introductorio aceptó los hechos relacionados con la suscripción del convenio asociativo, la prestación de servicios de la actora para la Unidad Estratégica de Negocio de Salud Total EPS S.A., pero advirtiendo que fue en virtud del contrato comercial suscrito entre ambas entidades para la administración del proceso comercial. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de una relación de carácter laboral de la demandante con Talentum”, “Incumplimiento del compromiso contractual cooperativo por parte de la demandante”, “Buena fe”, “La demandante reúne la calidad de asociada trabajadora y gestora de la cooperativa”, “Mala fe de la actora”, “La CTA Talentum no ejerce intermediación laboral en su relación con Salud Total EPS S.A.”, “Prescripción”, “Compensación”, “Enriquecimiento sin justa causa” y “La Innominada”.       
En sentencia de 25 de julio de 2018, la funcionaria de primer grado declaró que entre la actora y Salud Total EPS S.A. existió un contrato de trabajo entre el 2 de mayo de 2006 y el 23 de mayo de 2013, el cual fue terminado sin justa causa por el empleador, en donde la CTA Talentum actuó en calidad de intermediaria, motivo por el que la declaró solidariamente responsable frente a las condenas que se le impongan a la entidad empleadora.

Posteriormente condenó a Salud Total EPS S.A a reconocer y pagar a favor de la demandante la diferencia dejada de percibir por concepto de prestaciones sociales, vacaciones, aportes a la seguridad social, determinando que las comisiones y auxilios percibidos por la actora constituían factor salarial; $11.814.929 por concepto de indemnización por despido injusto y la sanción moratoria del artículo 65 del CST.
Y aunque no quedó consignado en la parte resolutiva de la sentencia, declaró probada parcialmente la excepción de prescripción frente a las acreencias laborales causadas con anterioridad al 27 de abril de 2013.
Inconformes con la decisión, las accionadas presentaron recurso de apelación en los siguientes términos:

Salud Total EPS S.A. dijo no estar conforme con la valoración probatoria, pues considera que en el plenario quedó demostrado que la CTA Talentum era una entidad que cumplía con el lleno de los requisitos exigidos en la Ley para su funcionamiento, siendo conocedora de esa situación la señora Carolina Mendoza Ramírez, quien se asoció voluntariamente, realizando el curso de cooperativismo con énfasis en trabajo asociado, accediendo a los beneficios que le brindaba esa entidad.

Agregó que de conformidad con la Ley 79 de 1988 y el Decreto 4588 de 2006, la actora ejecutó correctamente las actividades de asesora profesional en calidad de asociada de la CTA, a quien Salud Total EPS S.A. le podía delegar el subproceso de afiliación, utilizando sus medios y elementos de trabajo.
Subsidiariamente manifiesta que el contrato de trabajo fue terminado por una justa causa establecida en el convenio asociativo y que en todo caso se encuentra enmarcado en el CST; igualmente pide que se estudie la prescripción de las vacaciones, ya que considera que las de los años 2007 a 2012 están cobijadas por ese fenómeno jurídico, así como lo atinente a la sanción moratoria, ya que al presentarse la acción por fuera del término establecido en el artículo 65 del CST, solo podían operar los intereses moratorios. Finalmente sostiene que todo ello amerita que se revise la condena en costas.

La CTA Talentum afirmó que en el curso del proceso fue cancelada su personería jurídica y por lo tanto, no es factible que se emitan condenas en su contra, agregando que la liquidación no arrojó activos que le permitan responder por las acreencias que se le pretenden endilgar. 
A más de esa precisión previa, posteriormente hizo una exposición de los motivos que la llevaban a interponer el recurso de apelación, coincidiendo básicamente con los referidos por el apoderado judicial de Salud Total EPS, haciendo énfasis en que, en su concepto, las CTA han sido satanizadas por los operadores judiciales como entidades que actúan como intermediarias, no obstante, en este caso, Talentum demostró que era una auténtica CTA con aproximadamente 6.500 asociados prestos a realizar las tareas autorizadas por la Ley, tal y como ocurrió con la señora Carolina Mendoza Ramírez, resultando equivocado declarar una relación de índole laboral entre ésta y Salud Total EPS S.A.; advirtiendo adicionalmente, que los testimonios escuchados por petición de la parte actora realmente no fueron objetivos.
Finalmente dijo que el convenio de asociación finalizó debido a una justa causa contemplada en los estatutos de la CTA y en el CST, por lo que debió negarse la indemnización por despido injusto.    
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Quedaron acreditados la totalidad de requisitos exigidos en la Ley para que Talentum se erigiera como una auténtica Cooperativa de Trabajo Asociado?

De conformidad con la respuesta que se dé al interrogante anterior ¿Se encontraba válidamente vinculada la señora Carolina Mendoza Ramírez a la CTA accionada?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. RECONOCIMIENTO Y FUNCIONAMIENTO DE LAS CTA

Establece el artículo 13 de la Ley 79 de 1988, que las Cooperativas de Trabajo Asociado se constituirán por documento privado y su personería jurídica será reconocida por el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas hoy Unidad Administrativa Especial de Organizaciones solidarias, adscrita al Ministerio de Trabajo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 29 de la Ley 454 de 1998 y en el Decreto 4122 de 2011.

A través del artículo 33 de la Ley 454 de 1998 se creó la Superintendencia de la Economía Solidaria como un organismo de carácter técnico, adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, otorgándole en el numeral 10 del artículo 36 ibídem, la función de realizar los actos de registro e inscripción previstos en el artículo 63 de ese cuerpo normativo, el cual sostiene que los actos de registro e inscripción de las entidades de la economía solidaria a que se refiere esa ley, se realizarán ante la cámara de comercio de su domicilio principal, de conformidad con las normas del registro mercantil.
Ahora bien, el artículo 22 del Decreto 4588 de 2006 prevé que las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado deben tener un Régimen de Trabajo y de Compensaciones que será revisado y autorizado por el Ministerio de la Protección hoy Ministerio de Trabajo, y a continuación determina que el procedimiento de autorización del Régimen de Trabajo Asociado y de Compensaciones será el que establezca el referenciado Ministerio, a través de la Unidad Especial de Inspección, Vigilancia y Control de Trabajo, en el que se indicarán además, los documentos que se deben presentar, los términos para las correcciones o adiciones que se formulen cuando no cumplan los requisitos mínimos señalados, o cuando contengan disposiciones que afecten los derechos fundamentales del trabajador asociado, la protección al trabajo del menor, la maternidad o la salud ocupacional; y posteriormente en el artículo 23 determina que “Acordado el Régimen de Trabajo Asociado y de Compensaciones por los asociados de conformidad con lo establecido en el presente decreto y autorizado por el Ministerio de la Protección Social, los trabajadores asociados quedan obligados a acatarlo y a cumplir sus disposiciones como expresión de sujeción a las decisiones colectivas adoptadas”.
Tales exigencias, requisitos y controles para validar el funcionamiento de las Cooperativas de Trabajo Asociado, ponen en evidencia que su actividad y objeto, en principio, deben entenderse como ajustados a la legalidad y los fines del régimen de economía solidaria. 

2. RÉGIMEN DE TRABAJO ASOCIADO. Acuerdo Cooperativo

Dispone el artículo 10º del decreto 4588 de 2006 que “El trabajo asociado se rige por sus propios estatutos; en consecuencia, no le es aplicable la legislación laboral ordinaria que regula el trabajo dependiente”.

A su vez el artículo 11 ibídem explica que las personas que libremente participen en la creación de la Cooperativa de Trabajo Asociado o que posteriormente se adhieren suscribiendo el acuerdo cooperativo correspondiente, quedan obligadas a cumplir con los estatutos, el régimen de trabajo y compensaciones y su trabajo no queda sometido a la legislación laboral, en razón de lo cual, en los términos del artículo 13 de la misma codificación sus relaciones precisamente se regulan por la legislación cooperativa, los estatutos, el acuerdo cooperativo y el régimen de trabajo asociado y de compensaciones.

3. CONFLICTOS DERIVADOS DEL RÉGIMEN DE LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO y CARGA DE LA PRUEBA DE LOS TRABAJADORES ASOCIADOS.

En términos generales, al quedar probada la existencia y funcionamiento legal de una Cooperativa de Trabajo Asociado y la pertenencia del trabajador reclamante a una de estas entidades mediante la suscripción de un acuerdo cooperativo, se habrá roto la presunción del artículo 24 del C.S.T., pues estará acreditado que los servicios prestados por el demandante fueron originados en una relación de carácter cooperativo, reconocida como válida por la legislación y concretada por el reconocimiento de existencia de la Cooperativa, las resoluciones que otorgan su licencia de funcionamiento y el acuerdo cooperativo voluntariamente suscrito por el trabajador asociado.

Dicho de otra manera, acreditados por una CTA su creación, registro y autorización para funcionar como tal, dentro del marco de la economía solidaria, así como la suscripción por parte de un trabajador asociado del acuerdo cooperativo mediante el cual se acoge a los estatutos y regímenes, corresponde al trabajador asociado, de aspirar a la declaración de existencia de un contrato de trabajo, la carga de probar que el acuerdo cooperativo es nulo o que la Cooperativa en realidad, a pesar de la autorización, actúa por fuera de los lineamientos de las entidades de economía solidaria.

Es importante notar como, tratándose de contratos de prestación de servicios, a quien pretenda obtener la declaración de la existencia de un contrato realidad, le basta probar la prestación personal del servicio, para que opere en su favor la presunción del artículo 24 del C.S.T., mientras que el trabajador asociado tiene una carga probatoria mayor, pues, en virtud del registro legal de la Cooperativa y de las autorizaciones vigentes de funcionamiento, teniendo en cuenta que, precisamente es de su esencia, asociar, mediante acuerdos cooperativos, personas naturales que aporten trabajo, lo que se presume es su voluntad de adherirse al modelo de producción solidario con respeto absoluto de los estatutos y regímenes establecidos para el funcionamiento de la CTA.

EL CASO CONCRETO

Tal y como se percibió previamente, al sustentar sus recursos de apelación, las entidades accionadas fueron enfáticas en señalar que dentro del presente ordinario laboral quedó ampliamente demostrado que Talentum acreditó el lleno de los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico colombiano, para funcionar legalmente como una Cooperativa de Trabajo Asociado.
Bajo esos parámetros, procede entonces la Sala a verificar si fueron allegados al plenario los documentos que prueben la existencia y funcionamiento legal de Talentum como una Cooperativa de Trabajo Asociado.

A folios 198 y 199 del expediente, obra certificado de existencia y representación legal de la CTA Talentum en Liquidación emitido el 15 de abril de 2015, en donde se certifica que dicha entidad fue constituida por medio de Acta Nº 0000001 de 8 de marzo de 2004, inscrita en Cámara de Comercio el 2 de abril de 2004 bajo el radicado 00070099 del libro I de las entidades sin ánimo de lucro; ajustándose de esta manera a la exigencia prevista en el artículo 63 de la Ley 454 de 1998.
Ahora, conforme lo exige el artículo 22 del Decreto 4588 de 2006, le correspondía acreditar también a las entidades accionadas, que la CTA Talentum expidió el Régimen de Trabajo Asociado y de Compensaciones, revisado y autorizado por el Ministerio de Protección Social hoy de Trabajo, en aras de garantizar los derechos fundamentales del trabajador asociado, la protección al trabajo del menor, la maternidad o la salud ocupacional, y en general para que sirva de marco determinante de los derechos de los asociados.
En ese sentido fue aportado el referido “Régimen de Trabajo Asociado” de la CTA Talentum –fls.207 a 245-, adoptado y aprobado en Asamblea Extraordinaria de Asociados el 10 de diciembre de 2009 a través del Acuerdo 001, evidenciándose en la parte considerativa, que no se trata de una reforma, sino de la adopción primigenia del régimen de trabajo y de compensaciones; advirtiéndose en el artículo 40 que los mismos solo entrarán en vigencia, “… una vez sean autorizados por el Ministerio de la Protección Social, a partir de la fecha en que sea publicado y este visible y disponible para los Trabajadores Asociados”.
No obstante lo anterior, al revisar el caudal probatorio allegado al proceso, brilla por su ausencia el acto administrativo por medio del cual el Ministerio de la Protección Social hoy de Trabajo, revisó y autorizó el régimen de trabajo y de compensaciones de Talentum, es decir, se desconoce si esa entidad le dio viabilidad a las disposiciones inmersas en ese documento, al encontrar que el mismo no vulneraba los derechos fundamentales de los trabajadores asociados, ello sin contar con que tampoco obra prueba que demuestre la fecha en que fue publicado y puesto a disposición de los asociados.

A más de lo anterior, no puede perderse de vista que para el 2 de mayo de 2006, fecha en que la actora empezó a prestar sus servicios en el proceso comercial de afiliaciones y traslados de la EPS, ni siquiera se había aprobado por parte de la CTA el régimen de trabajo y de compensaciones, pues como se pudo establecer, ello solo vino a efectuarse por parte de la Asamblea de esa entidad el 10 de diciembre de 2009, esto es, 3 años 7 meses y 8 días después de la “afiliación” de la accionante y 5 años 9 meses y 2 días después de la constitución de la cooperativa.

Nótese entonces como, si bien se encuentra acreditado que Talentum se constituyó legalmente como Cooperativa de Trabajo Asociado, tal como se evidencia en el certificado de existencia y representación legal –fls.198 y 199- y que la accionante suscribió compromiso contractual asociativo -685 a 693-, lo cierto es que no acreditó que el régimen de trabajo y compensaciones hubiese sido debidamente autorizado por el Ministerio de la Protección Social hoy de Trabajo, lo que mostraría, en principio, que la CTA accionada actuaba como una intermediaria entre la EPS Salud Total S.A. y la señora Carolina Mendoza Ramírez.
Precisamente la argumentación jurídica expuesta por la parte actora se estructura en este último aspecto, y para dar fe de ello solicitó que se escucharan los testimonios de Sandra Milena Rodríguez Saavedra, Luz Adriana Noreña Tabares, Jasbleidy Moreno Cañadas y Dayana Iveth Dávila Posada, quienes con sus declaraciones permiten concluir que en efecto, los servicios prestados por la accionante en favor de la EPS accionada estuvieron enmarcados en un contrato de índole laboral directo, ya que para adelantar sus tareas como Asesora Profesional en la Unidad de Servicios de Salud Total debía ubicarse en las instalaciones de esa entidad, utilizar los elementos y softwares de la EPS, cumplir el horario de trabajo determinado por esa entidad, recibir todos los días las órdenes y directrices impartidas por el gerente de la promotora, a quién adicionalmente debía rendirle cuentas, siendo la persona que estaba constantemente verificando que cumpliera con la meta de afiliaciones, debiendo acudir obligatoriamente a él cuando se trataban de asuntos de mucha complejidad. 

Era tal la subordinación ejercida por la EPS, que las testigos Rodríguez Saavedra y Noreña Tabares, quienes pertenecían a empresas usuarias de Salud Total, reconocieron a la señora Carolina Mendoza Ramírez como trabajadora de esa sociedad, pues era ella la persona encargada por la promotora para realizar las afiliaciones y estar pendiente de todos los temas relacionados, al punto que cuando se presentaban inconvenientes o era necesario la intervención de la EPS, era la actora acompañada del gerente, quienes se hacían cargo de resolver esos problemas.

Así las cosas, al hecho de que no se haya implementado adecuadamente el régimen de trabajo y compensaciones por parte de Talentum, se suma las intervenciones efectuadas por las referenciadas testigos, quienes con sus dichos permiten a la Sala concluir que la CTA actuó como intermediaria entre la sociedad demandada y la señora Mendoza Ramírez, siendo del caso advertir que lo expuesto por la señora Ayda Rueda Ariza (Directora Administrativa y Financiera de la CTA), testigo escuchada por petición de las entidades accionadas, quien sostuvo que la demandante realmente era una asociada de Talentum, no tiene la fuerza para derruir lo expuesto por las referenciadas testigos, en virtud a que en sus afirmaciones se nota la firme intención de favorecer a las demandadas, evidenciándose ello por ejemplo cuando sostiene que el gerente no tenía injerencia en las actividades desempeñadas por la señora Carolina, ignorando o callando aspectos propios de la forma en la que ésta debía prestar el servicio de acuerdo con la constante supervisión y emisión de órdenes que le hacía dicho funcionario de la EPS.

Conforme con lo expuesto, no le quedaba otro camino a la a quo que declarar la existencia de un contrato de trabajo entre la señora Carolina Mendoza Ramírez y la EPS Salud Total S.A., como en efecto lo hizo en la sentencia objeto de análisis.
Al no haber resultado avante el punto principal de los recursos de apelación interpuestos por las entidades accionadas, se resolverán los puntos subsidiarios propuestos, esto es, lo relativo a la finalización del vínculo laboral, la prescripción de las vacaciones, el término para interponer la acción en aras de obtener la sanción moratoria de un día de salario por cada día de retardo, la cancelación de la personería jurídica de Talentum y las costas procesales impuestas a Salud Total EPS S.A.
En lo que concierne a la terminación del contrato de trabajo, en su momento, Talentum, quien actuaba como intermediaria de Salud Total EPS S.A., por medio de escrito emitido el 22 de mayo de 2013 –fls.183 a 192- decidió dar por finalizado el vínculo con la señora Mendoza Ramírez a partir del 23 de mayo siguiente, considerando que ella había incurrido en una de las justas causas establecidas en el compromiso contractual asociativo, documento éste que debe entenderse como el contrato de trabajo en el que se pactaron las reglas bajo las cuales se enmarcaba la relación jurídica entre la trabajadora y su verdadera empleadora, esto es, Salud Total EPS S.A., razón por la que debe verificarse si en efecto, la demandante incurrió en una de las justas causas previstas en el contrato de trabajo para dar por finalizada la relación contractual.
Al revisar el documento por medio del cual se tomó la decisión –fls.182 a 192- se observa que el contrato de trabajo se dio por terminado al encontrar la entidad empleadora a través de su intermediaria, que la actora incurrió en la causal e) de la cláusula novena; que al verificar el contrato –fls.356 a 364- consiste en: “NOVENA. Son justas causas para dar por terminado este Acuerdo las señaladas anteriormente y además las siguientes: e) La realización de cualquier infracción, error u omisión que comprometa la responsabilidad de SALUD TOTAL EPS así ésta no haya sido declarada judicial o administrativa (sic), para lo cual bastará el reconocimiento que SALUD TOTAL EPS, haga de la misma”; cláusula ésta que a juicio de la Sala, también se enmarca en una de las justas causas previstas en la Ley, más precisamente en el numeral 6º del literal a) del artículo 62 del CST y el numeral 1º del artículo 58 ibídem, pues en términos generales lo que se le atribuye a la actora es que no prestó el servicio en la forma dispuesta por el empleador.

En efecto, las conductas que se le enrostraron el 22 de mayo de 2013 consistieron en haber incluido en el proceso de afiliación a la EPS a un beneficiario que ya se encontraba fallecido, así como haber reportado dos afiliaciones que realmente había llevado a cabo otro asesor comercial, más precisamente el señor Rodolfo Vallejo.

Viendo las funciones y obligaciones de la trabajadora establecidas en la cláusula quinta del contrato de trabajo –fls.356 a 364- se observa en el literal m), el deber de “Realizar el diligenciamiento del formulario por parte del inscrito según las instrucciones que para el efecto sean dadas, así como procurar el recaudo de toda la documentación requerida para la efectividad de cada una de las afiliaciones de su gestión…” y en el literal n) se compromete a “Hacer una revisión estricta de los formularios diligenciados y de los documentos soporte anexado por el inscrito o sus beneficiarios…”.
Al estudiar la diligencia de 16 de mes de abril de 2013 –fls.171 a 174- se le pone en conocimiento a la accionante que en auditoría hecha al formulario Nº 9841369 se evidenció una presunta inclusión indebida de un beneficiario de la cotizante Luz Mary Rodríguez Sánchez sin su consentimiento. A renglón seguido la indagada al dar respuesta a los interrogantes efectuados, hace una descripción de sus funciones y posteriormente acepta que: i) La persona que autoriza la inclusión de los beneficiarios es el propio cotizante, ii) Fue ella quien afilió al señor Jhon Fredy Rojas Pacheco como beneficiario de la cotizante, iii) No adjuntó soporte alguno para realizar esa afiliación porque él pertenecía al grupo familiar de la cotizante, quien ya había estado afiliada a Salud Total EPS, iv) El formulario de afiliación lo dejó en la empresa donde trabajaba la cotizante, pero no verificó que fuera ella quien lo firmara, v) No tenía conocimiento que el señor Rojas Pacheco había fallecido el 15 de enero de 2010, vi) La información la sacó del sistema, estuvo en contacto con la empresa, pero nunca habló con la cotizante.
Unos días después, en el proceso de análisis de la situación descrita anteriormente, la llaman nuevamente a descargos, más exactamente el 26 de abril de 2013 –fls.176 a 180- con el objeto de que hiciera claridad sobre un nuevo hallazgo, en el que se encontró que la afiliación del cotizante Hernán Giovany Cardona González la había efectuado otro asesor de la sucursal Manizales, pero aparecía en su canal de venta; respecto del cual aceptó que: i) Efectuó la afiliación del referenciado cotizante, ii) El formulario se lo habían entregado firmado, iii) El 8 de abril de 2013 se dio cuenta que esos formularios los había diligenciado otro asesor de la sucursal Manizales; iv) Cambió el formulario inicial y se enteró que el nuevo formulario no lo había firmado el cotizante, pero no cambió la declaración en salud porque ya venía suscrita; v) finalmente, después de preguntársele porque estaba pasando una situación similar a la que se encontraba en curso en el caso del beneficiario fallecido, dijo textualmente “… me confié mucho de la información que las empresas me han dado y que no realicé bien la laboral ser yo quien verificara directamente con el cotizante la información que me estaban dando las empresas, me confié, pero en los más de nueve años que llevo con la compañía nunca me había visto involucrada en esta clase de situaciones ya que yo trato de realizar bien mi labor pero con esto me he dado cuenta que debo ser más cautelosa y auditiva con mi trabajo”.
Nótese como la accionante termina aceptando su equivocada conducta al no haber procurado el recaudo de toda la documentación requerida para la efectividad de cada una de las afiliaciones de su gestión, en otras palabras, no dio cumplimiento a la adecuada prestación del servicio en los términos establecidos en el contrato de trabajo, incurriendo en una justa causa para darlo por terminado, no solo porque así se había pactado por las partes al obligarse mutuamente, sino también porque ante esa omisión hizo que se configurara una justa causa legal para dar por finiquitado la relación contractual, tal y como lo prevé en el numeral 6º del literal a) del artículo 62 del CST y el numeral 1º del artículo 58 ibídem; por lo que se revocará el ordinal cuarto de la sentencia objeto de estudio.
Respecto a la aplicación de la prescripción de la compensación por vacaciones, preciso es recordar que la a quo tuvo como punto de partida la fecha en la que se presentó la demanda, esto es, el 27 de abril de 2016, por lo que concluyó que, entre todas las obligaciones causadas con anterioridad a la misma calenda del año 2013, incluidas las vacaciones, se encontraban prescritas.
No obstante, tal y como ya ha tenido la oportunidad de señalar esta Corporación, en lo atinente a las vacaciones, éstas sólo se hacen exigibles una vez vencidos los dos años siguientes a la anualidad en que dicha prerrogativa quedó causada, pues así se colige de la lectura conjunta de los artículos 186 y 187 del C.S.T., en cuanto disponen que un trabajador tiene derecho a gozar de 15 días de vacaciones por cada año de servicios, pero que la época de su disfrute debe ser señalado por el empleador a más tardar dentro del año subsiguiente al momento de la causación del derecho.

Bajo ese análisis, se encontrarían prescritas únicamente las vacaciones causadas entre el 2 de mayo de 2006 y el 1º de mayo de 2010, debiéndose modificar la condena impuesta por ese concepto, ya que la a quo le aplicó la prescripción a las vacaciones generadas antes del 27 de abril de 2013, sin embargo, como esa decisión le sería desfavorable al apelante único, no resulta dable modificar la decisión de primer grado, de conformidad con el principio de la no reformatio in pejus.

En lo que concierne a la sanción moratoria del artículo 65 del CST, el único reparo expuesto por el apelante, tiene que ver con el alcance que se le dio a la norma, pues considera que al haberse interpuesto la acción por fuera de los 24 meses siguientes a la finalización del vínculo contractual, no era dable imponer como tal un día de salario por cada día de retardo, sino los intereses de que trata esa norma.

En efecto, al finalizar el contrato de trabajo el 23 de mayo de 2013, necesario era que la actora interpusiera la acción dentro de los dos años siguientes, pero, como ya quedó establecido, ello se produjo por fuera de ese lapso, al presentarse el 27 de abril de 2016, razón por la que a título de sanción moratoria solo puede ordenarse el pago de los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, sobre los dineros que se adeudan por concepto de prestaciones sociales, hasta que se verifique el pago total de la obligación; siendo del caso aclarar que la supuesta fecha del primer reparto, que data del 22 de mayo de 2015, no tiene ninguna validez, ya que al parecer se trató de una acción laboral previa que fue retirada. 

En ese orden de ideas, habrá de modificarse el numeral sexto de la sentencia apelada.

Conforme con lo expuesto, al haber prosperado parcialmente la apelación de las entidades accionadas y en consecuencia al no accederse a la totalidad de las pretensiones, se modificará la condena en costas en primera instancia a un 70% a cargo de las accionadas por partes iguales.

Finalmente, frente al argumento de la CTA Talentum, respecto a que no podía emitirse condena alguna en su contra debido a que para la fecha de la sentencia se encontraba liquidada, lo cierto es que de acuerdo con lo previsto en los artículos 53 y 54 del CGP, para el momento en que se inició la acción no se encontraba extinta, debiendo comparecer a través de su agente liquidador, tal y como en efecto lo hizo, por lo que al ser parte dentro del proceso, era susceptible de que se emitieran condenas en su contra, máxime cuando su responsabilidad es de tipo solidario.
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR el ordinal CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 25 de julio de 2018, para en su lugar, DECLARAR que el contrato de trabajo que unió a Salud Total EPS S.A. y a la señora Carolina Mendoza Ramírez fue finalizado con justa causa.
SEGUNDO. MODIFICAR el ordinal SEXTO de la providencia apelada, el cual quedará así: 

“SEXTO: CONDENAR a la SALUD TOTAL EPS S.A. a reconocer y pagar a favor de la señora CAROLINA MENDOZA RAMÍREZ por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre destinación certificados por la Superintendencia Financiera a partir del 24 de mayo de 2013 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, sobre la suma adeudada por concepto de prestaciones sociales.”.

TERCERO. MODIFICAR el numeral DÉCIMO de la misma sentencia, el cual quedará así:

“DÉCIMO: CONDENAR en costas en un 70% a cargo de las accionadas por partes iguales.”. 

CUARTO. ADICIONAR la sentencia objeto de estudio, en el sentido de DECLARAR probada parcialmente la excepción de prescripción sobre todas las obligaciones causadas con antelación al 27 de abril de 2013.
QUINTO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia apelada. 

Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
        Con aclaración de voto
DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ
Secretario
Providencia: 


Sentencia del 6 de marzo de 2019

Radicación No.:


66001-31-05-002-2015-00276-01

Proceso:


Ordinario laboral 

Demandante:


Carolina Mendoza Ramírez 

Demandado:


Salud Total EPS y CTA Talentum en liquidación

Magistrado ponente:

Dr. Julio César Salazar Muñoz 

Magistrada que salva voto:
Dra. Ana Lucia Caicedo Calderón

ACLARACIÓN DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, aclaro mi voto por cuanto considero que la presunción del artículo 24 opera para todos los trabajadores, incluido el trabajador asociado, pues dicho canon no distingue ni delimita su campo de aplicación. Por ende, en el caso de marras a quien le correspondía probar que la demandante era trabajadora asociada era a la parte demandada.

Esa presunción tiene más relevancia cuando se alega el principio de la primacía de la realidad; por esa misma razón, no es cierto que la mera formalidad de la existencia y funcionamiento legal de una Cooperativa la desvirtúe porque, en todo caso, a la Cooperativa le corresponde probar que no actuó como simple intermediario sino que se ciñó a los postulados del régimen de trabajo asociado. 

Así las cosas, al no estar de acuerdo con la disertación expuesta en la ratio decidendi de la sentencia de segundo grado -que no con la plasmada en la resolutiva-, en estos breves términos sustento mi aclaración de voto. 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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